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 23.136/07. Resolución de 16 de abril de 2007 por 
la que se abre información pública y se convoca 
para el levantamiento de las Actas Previas a la 
Ocupación de los bienes y derechos afectados por 
el expediente de expropiación forzosa que se tra-
mita con motivo de las obras del Administrador 
de Infraestructuras Ferroviarias «Proyecto cons-
tructivo de paso superior en el p.k. 22/317 y cami-
no de enlace que suprimen el paso a nivel del p.k. 
22/374 de la línea férrea Córdoba-Málaga», en el 
término municipal de Córdoba (Córdoba).

El Administrador de Infraestructuras Ferroviarias, 
como beneficiario de la expropiación, solicita la in-
coación del correspondiente expediente expropiatorio 
para disponer de los terrenos necesarios para la ejecución 
de las obras referenciadas, cuyo proyecto ha sido aproba-
do con fecha 18 de julio de 2005.

Dichas obras están incluidas en la normativa de la 
Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los 
Trans portes Terrestres, siendo aplicable a las mismas 
su artículo 153. Por ello, la aprobación del proyecto re-
ferenciado conlleva la declaración de utilidad pública y 
la urgencia de la ocupación a efectos de expropiación 
forzosa, siendo de aplicación los preceptos contenidos 
en el artículo 52 de la Ley de Expropiación Forzosa, de 
16 de diciembre de 1954 y concordantes de su Regla-
mento, de 26 de abril de 1957.

Por cuanto antecede, este Ministerio ha resuelto, en el 
día de la fecha, abrir Información Pública durante un 
plazo de quince (15) días hábiles, computados en la for-
ma dispuesta en el artículo 17, párrafo primero, del Re-
glamento de Expropiación Forzosa, de 26 de abril de 
1957, parda que los propietarios que figuran en la rela-
ción que a continuación se detalla y todas las demás per-
sonas o entidades que se estimen afectadas por la ejecu-
ción de las obras, puedan formular por escrito ante este 
Departamento, las alegaciones que consideren oportunas, 
a los solos efectos de subsanar posibles errores en dicha 
relación, de acuerdo con lo previsto en la Ley de Expro-
piación Forzosa, de 16 de diciembre de 1954 y en el ar-
tículo 56 del Reglamento para su aplicación.

Asimismo, este Ministerio ha resuelto convocar a los 
interesados que figuran en la relación que se acompaña a 
la presente Resolución para que asistan al levantamiento 
de las Actas Previas a la Ocupación correspondientes a 
los bienes y derechos afectados por las obras menciona-
das. Dicho acto tendrá lugar en las dependencias del 
Ayuntamiento respectivo durante los días y horas que se 
reseñan en el calendario que figura al final de esta convo-
catoria. Todo ello sin perjuicio de que los intervinientes 
se podrán constituir, si así lo desean, en la finca que se 
trata de ocupar, según lo dispuesto en el artículo 52, apar-
tado 3.º de la vigente Ley de Expropiación Forzosa. Del 
emplazamiento se dará traslado a cada uno de los intere-
sados mediante citación individual.

Conforme establece el artículo 59.4 de la vigente Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, en su redacción dada por la modifica-
ción efectuada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, la pu-
blicación de la relación de bienes y derechos afectados 
servirá como notificación a los posibles interesados que 
no hayan podido ser identificados, a los titulares de bie-
nes y derechos que sean desconocidos y a aquellos de los 
que se ignore su domicilio.

Al acto convocado deberán comparecer todos los titu-
lares de los bienes y derechos afectados por sí o represen-
tados por persona provista de poder suficiente, exhibien-
do los documentos acreditativos tanto de su personalidad 
(DNI/NIF) como de la titularidad de los mismos y el últi-
mo recibo del Impuesto de Bienes Inmuebles, pudiendo 
los comparecientes que lo deseen hacerse acompañar, a 
su costa, de peritos y notario. Según establece el artículo 
5 de la vigente Ley de Expropiación Forzosa, en caso de 
incomparecencia, se entenderán las diligencias con el 
Ministerio Fiscal.

En el Ayuntamiento correspondiente estarán a dispo-
sición de los propietarios afectados los planos generales 
de expropiación y la relación de bienes y derechos afec-
tados.

Madrid, 16 de abril de 2007.–La Ministra de Fomento, 
P.D. (Orden FOM/3564/2004, de 19 de octubre, BOE de 
3 de noviembre de 2004), el Director general de Ferroca-
rriles, Luis de Santiago Pérez. 

Relación de propietarios y bienes afectados

«Proyecto constructivo de paso superior en el p.k. 22/317 y camino de enlace que suprimen el paso a nivel del p.k. 
22/374 de la línea férrea Córdoba-Málaga», en el término municipal de Córdoba (Córdoba)

N.º fi nca Pol. Par. Titular S.E.
(m2)

O.T.
(m2)

X-14.0214-001 23 45 Ángela López-Laguna López. P.º Victoria, 23, 14004 Córdoba. 305 888

X-14.0214-002 23 48 Francisco Daniel Carretero Alcántara. C/ Baño, 42, 14840 Castro 
del Río (Córdoba).

2.107 –

X-14.0214-003 23 49a Francisco Daniel Carretero Alcántara. C/ Baño, 42, 14840 Castro 
del Río (Córdoba).

10.792 2.304

S.E.: Superficie en expropiación definitiva.
O.T.: Ocupación temporal por obras.

 Calendario para el levantamiento de las actas previas a la ocupación

Término municipal: Córdoba. Día: 24 de mayo de 2007. A partir de 12:00. 

 23.148/07. Anuncio de la Subdirección General de 
Recursos sobre notificaciones de las resoluciones re-
caídas en los recursos administrativos 7056-7154/06.

Al no haberse podido practicar la notificación perso-
nal a los interesados conforme dispone el artículo 59.5 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídi-
co de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, 
de 13 de enero, y en aplicación a lo dispuesto en el mis-
mo artículo, deben publicarse, a efectos de notificación, 
las resoluciones de los recursos de fechas 26 de octubre 
y 20 de noviembre de 2006, respectivamente, adoptadas 
por la Secretaría General de Transportes del Departa-
mento, en los expedientes números 7056-7154/06.

«Examinado el recurso de alzada formulado por don 
Ramón Cristóbal López Rodríguez, en nombre y repre-
sentación de la entidad mercantil Frío Alhama, S.L., 
contra resolución de la Dirección General de Transportes 

por Carretera, de fecha de 13 de febrero de 2006, que 
sanciona a la citada mercantil con multa de 2.000,00 
euros por la comisión de una infracción grave, por haber 
superado en más de un 20% los tiempos máximos de 
conducción bisemanal el vehículo AL-1086-AH, infrac-
ción tipificada en el artículo 141.6 de la Ley 16/1987, 
de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes Terres-
tres, modificada por la Ley 29/2003, de 8 de octubre 
(expte. IC/1608/2005).

Antecedentes de hecho

Primero.–Por los Servicios de Inspección de los 
Transportes por Carretera dependientes de este Ministe-
rio, se levantó acta de inspección a la mercantil ahora 
recurrente, en la que se hicieron constar los datos que fi-
guran en la indicada resolución.

Segundo.–Dicha acta dio lugar a la tramitación del 
preceptivo expediente sancionador, comunicándose al 

interesado mediante notificación, en la fecha que consta 
en el aviso postal de recibo y consecuencia del cual se 
dictó la resolución ahora recurrida.

Tercero.–En el recurso se alega lo que se estima más 
conveniente a las pretensiones del interesado y solicita la 
revocación del acto impugnado o, en su caso, reducción 
de la sanción. Recurso que ha sido informado por el órga-
no sancionador en sentido desfavorable.

Fundamentos de derecho

Primero.–Los hechos sancionados se encuentran acre-
ditados a través de los documentos aportados por el pro-
pio interesado, los discos-diagrama, cuya correcta inter-
pretación se encuentra bajo la garantía de los servicios 
técnicos de este Departamento, a los cuales se presta 
conformidad, por lo que carece de fundamento jurídico la 
negación de los mismos.

La doctrina jurisprudencial sobre la eficacia probato-
ria de las actas de inspección señala que “la presunción 
de veracidad atribuidas a las actas de inspección se en-
cuentra en la imparcialidad y especialización que, en 
principio, debe reconocerse al inspector actuante” (Sen-
tencias del Tribunal Supremo de 18 de enero y 18 de 
marzo de 1991. Art. 265 y 3.183), presunción de certeza 
perfectamente compatible con el derecho fundamental a 
la presunción de inocencia que se recoge en el artícu-
lo 24.2 de la Constitución española, pues la legislación 
sobre el transporte terrestre se limita a atribuir a tales 
actas el carácter de prueba de cargo, dejando abierta la 
posibilidad de practicar prueba en contrario.

Prueba que no consta desvirtuada, pues del análisis 
del expediente y, en especial, del acta de inspección, se 
colige que los hechos se encuentran debidamente consta-
tados, sin que las alegaciones formuladas por el recurren-
te hayan desvirtuado los mismos. Dicha acta de inspec-
ción goza de valor “iuris tantum” según establecen los 
artículos 137.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común y el artícu-
lo 17.5 del Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por 
el que se aprueba el Reglamento del Procedimiento para 
el Ejercicio de la Potestad Sancionadora.

Asimismo, consta en el expediente informe de fe-
cha 20 de diciembre de 2005, en el que el Inspector ac-
tuante se ratifica en todos los hechos contenidos en el 
Acta de inspección, al no haber sido desvirtuados por el 
denunciado en su escrito de alegaciones.

Así, pues, carecen de alcance exculpatorio los argu-
mentos del recurrente, por cuanto la Ley 16/1987, de 30 
de julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres, 
modificada por la Ley 29/2003, de 8 de octubre, tipifica 
como infracción grave los hechos citados, artícu-
lo 141.6, no pudiendo prevalecer dichos argumentos 
sobre la norma jurídica; por tanto, el acto administrati-
vo impugnado está ajustado a derecho, al aplicar correc-
tamente la citada Ley, en relación con el artículo 6 del 
Reglamento 3820/1985, del Consejo, de 20 de diciem-
bre, que señala que el tiempo de conducción no podrá 
exceder de noventa horas en cada período de dos sema-
nas consecutivas.

Segundo.–Por lo que respecta a la alegación relativa a 
la omisión del trámite de audiencia, es decir, no haberse 
notificado la propuesta de resolución, ha de señalarse que 
a tenor de lo preceptuado por el artículo 19.2 del Real 
Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba 
el Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la 
potestad sancionadora “se podrá prescindir del trámite de 
audiencia cuando no figuren en el procedimiento ni sean 
tenidos en cuenta otros hechos ni otras alegaciones y 
pruebas que las aducidas, en su caso, por el interesado de 
conformidad con lo previsto en el artículo 3 y en el pun-
to 1 del artículo 16 del presente Reglamento”, disponien-
do el artículo 19.3 que “la propuesta de resolución se 
cursará inmediatamente al órgano competente para resol-
ver el procedimiento, junto con todos los documentos, 
alegaciones e informaciones que obren en el mismo”. Por 
tanto, y de conformidad con el citado precepto, al no ha-
berse tenido en cuenta otros hechos ni otras alegaciones 
y pruebas que las ya aducidas, no es preceptiva la notifi-
cación de la propuesta de resolución al interesado.

A mayor abundamiento, cabe señalar que según reitera-
da jurisprudencia (Sentencias del Tribunal Supremo de 21 
de abril de 1997; 2 de junio de 1997; 16 de marzo de 1998, 
y 24 de abril de 1999, entre otras), dicho trámite deja de ser 
imprescindible, desde la óptica de la plena satisfacción del 
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derecho a ser informado de la acusación, si en un trámite 
anterior se notificó “un pronunciamiento preciso acerca de 
la responsabilidad que se imputa, integrado por la defini-
ción de la conducta infractora que se aprecia y su subsun-
ción en un concreto tipo infractor, así como la consecuen-
cia punitiva que aquella se liga en el caso de que se trata”, 
elementos todos ellos que quedan reflejados en la denun-
cia, la cual según obra en el expediente administrativo, fue 
notificada a la mercantil recurrente en la fecha que consta 
en el aviso postal de recibo.

El Tribunal Supremo 4.ª, en sentencia de 15 de di-
ciembre de 1987, pudo afirmar que “la audiencia del in-
teresado, aunque sea considerada siempre trámite insos-
layable en todo tipo de procedimientos administrativos, 
porque se trata de una exigencia esencial, es susceptible 
de cumplimiento diverso y acomodado a las característi-
cas o finalidades de la actividad administrativa y por sí 
sólo no ha de producir la ilegalidad del acuerdo, porque 
sólo será determinante a estos efectos cuando realmente 
ocasione la indefensión del interesado, y este trámite ca-
rece de justificación cuando se trata de una procedimien-
to especial sancionador, en el que resulta posible articular 
la debida defensa al evacuar el trámite de la contestación 
al pliego de cargos, formulando las alegaciones que se 
consideren pertinentes” (también SSTS 4.ª, 19 de diciem-
bre de 1983, 5.ª, 21 de diciembre de 1984, 3.ª, 26 de 
mayo de 1987).

Tercero.–El recurrente interesaba en su escrito de 
alegaciones la apertura de un período de prueba para 
constatar la presunta infracción o contrario, se le produ-
ciría una absoluta indefensión. A este respecto, cabe se-
ñalar que, las prueba de cargo la constituyen el acta de 
inspección y como se ha dicho anteriormente, las actas de 
inspección gozan de la presunción de veracidad a tenor 
de lo establecido en el artículo 17.5 del Real Decre-
to 1398/1993, de 4 de agosto, que establece que “Los 
hechos constatados por funcionarios a los que se recono-
ce la condición de autoridad, y que se formalicen en do-
cumento público observando los requisitos legales perti-
nentes, tendrán valor probatorio (...)” habiéndose 
manifestado en este sentido el Tribunal Supremo en sen-
tencia de 11 de febrero de 1998, al establecer que “La 
prueba prevista en la Ley de Procedimiento viene confi-
gurada con carácter potestativo para la Administración, 
pero sin que el hecho de no practicarse la misma tenga 
como consecuencias inmediata la declaración de nulidad 
del acto administrativo”, pudiendo rechazarse, asimismo, 
las pruebas propuestas por el interesado cuando estas 
sean innecesarias o improcedentes, según prevé el artícu-
lo 80.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, circuns-
tancias que concurren en el supuesto analizado.

Cuarto.–En cuanto a la falta de motivación de la reso-
lución que alega el recurrente se ha de señalar que, dicha 
alegación carece de fundamento jurídico, toda vez que la 
citada resolución contiene una referencia a los hechos en 
los que se basa la decisión y fundamentos de derecho 
aplicables, dando con ello cumplimiento a lo previsto en 
el artículo 54.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, en concor-
dancia con el artículo 20.2 del Real Decreto 1398/1993, 
de 4 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento de 
procedimiento para el ejercicio de la potestad sanciona-
dora.

Asimismo, cabe señalar que la resolución se basa en la 
propuesta del instructor y ello constituye ya de por sí su-
ficiente motivación, de acuerdo con reiterada jurispru-
dencia que entiende que es suficiente motivación que el 
acto administrativo acoja de forma íntegra la propuesta 
de resolución efectuada por el órgano competente (Sen-
tencia de 28-6-96. Art. 5345).

Quinto.–Manifiesta por último el recurrente su dis-
conformidad con la falta de consideración de los criterios 
de proporcionalidad para graduar la sanción, establecidos 
en el artículo 131 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
por lo que solicita la reducción de la misma, alegación 
que no puede ser aceptada ya que, calificados los hechos 
imputados como infracción grave del artículo 141.6 de la 
Ley 16/1987, de 30 de julio, y siendo sancionable la 
misma, en aplicación de lo dispuesto en el artícu-
lo 143.1.f), con multa de 1.501 a 2.000 euros –por aplica-
ción de la modificación legislativa efectuada en ambos 
preceptos por la Ley 29/2003, de 8 de octubre, sobre 
mejora de las condiciones de competencia y seguridad en 
el mercado de transporte por carretera–, ha de considerar-
se que, teniendo en cuenta las circunstancias concurren-

tes en el caso, el órgano sancionador ha graduado correc-
tamente la sanción limitándola a una multa de 2.000,00 
euros. Por lo tanto, la resolución impugnada tiene en 
cuenta el principio de proporcionalidad en los términos 
previstos en reiterada jurisprudencia del Tribunal Supre-
mo, entre la que puede destacarse la Sentencia de 8 de 
abril de 1998: “El órgano sancionador puede, por efecto 
del principio de proporcionalidad, imponer la sanción 
que estime procedente dentro de lo que la ley señala”.

En su virtud, esta Secretaría General de Transportes, 
de conformidad con la propuesta formulada por la Subdi-
rección General de Recursos ha resuelto Desestimar el 
recurso de alzada formulado por don Ramón Cristóbal 
López Rodríguez, en nombre y representación de la enti-
dad mercantil Frío Alhama, S.L., contra resolución de la 
Dirección General de Transportes por Carretera, de fecha 
de 13 de febrero de 2006, que sanciona a la citada mer-
cantil con multa de 2.000,00 euros por la comisión de una 
infracción grave, por haber superado en más de un 20% los 
tiempos máximos de conducción bisemanal el vehícu-
lo AL-1086-AH, infracción tipificada en el artículo 141.6 
de la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los 
Transportes Terrestres, modificada por la Ley 29/2003, 
de 8 de octubre (expte. IC/1608/2005), resolución que se 
declara subsistente y definitiva en vía administrativa.

Contra esta Resolución que pone fin a la vía adminis-
trativa, cabe recurso contencioso-administrativo, ante los 
Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo 
con sede en Madrid, en el plazo de dos meses contados 
desde el día siguiente al de su notificación.

La referida multa deberá hacerse efectiva dentro del 
plazo de quince días hábiles a partir del siguiente al de la 
notificación de la presente resolución, transcurrido el cual 
sin haber satisfecho la sanción impuesta en período volun-
tario, se exigirá en vía ejecutiva, según lo establecido en 
los artículos 146.5 de la LOTT y 215 de su Reglamento de 
aplicación, incrementada con el recargo de apremio y, en 
su caso, los correspondientes intereses de demora.

La multa impuesta deberá hacerse efectiva mediante 
ingreso o transferencia en la cuenta corriente del BBVA 
0182-9002-42, n.º 0200000470, paseo de la Castellana, 
número 67, Madrid, haciendo constar el número del ex-
pediente sancionador.»

«Examinado el recurso de alzada formulado por don Jo-
sep Tramunt i Sole, en nombre y representación de la entidad 
mercantil Rent a Car Denia, S.A., contra resolución de la 
Dirección General de Transportes por Carretera, de fecha 24 
de marzo de 2006, que sancionan a la citada mercantil con 
multa de 401,00 euros, por la comisión de infracción grave la 
contratación durante el mes de abril de 2005 de transportes 
por carretera con Talleres Ondara, S.L., resultando que esta 
última carece de autorización administrativa de transporte 
por carretera o de operador de transporte por carretera, in-
fracción tipificada en el artículo 141.27 de la Ley 16/1987, 
de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres, 
modificada por la Ley 29/2003, de 8 de octubre (exp-te. IC 
1229/2005).

Antecedentes de hecho

Primero.–Por la Inspección General del Transporte 
Terrestre dependiente de este Ministerio, se levantó acta 
de inspección al ahora recurrente, en las que se hicieron 
constar los datos que figuran en la indicada resolución.

Segundo.–Dicha acta dio lugar a la tramitación del 
preceptivo expediente sancionador, comunicándose al 
interesado mediante notificación, en la fecha que consta 
en el aviso postal de recibo y consecuencia del cual se 
dictó la resolución ahora recurrida.

Tercero.–En el recurso se alega lo que se estima más 
conveniente a las pretensiones del interesado y solicita la 
revocación del acto impugnado, o en otro caso, reducción 
de la sanción. Recurso que el órgano sancionador ha in-
formado favorablemente.

Fundamentos de derecho

Primero.–Desde el punto de vista formal el recurso ha 
sido interpuesto en tiempo y forma por persona interesa-
da y contra resolución recurrible en vía administrativa, 
según lo dispuesto en el artículo 107, en relación con 
el 114, ambos de la Ley 30/92, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Ad-
ministrativo Común.

Segundo.–En cuanto al fondo del asunto hay que decir 
que según el informe emitido por la Subdirección General 

de Inspección de los Transportes por Carretera en escrito 
de 6 de julio de 2006, incorporado al expediente, «las ale-
gaciones contenidos en el recurso desvirtúan los funda-
mentos que sirvieron para dictar la resolución que se im-
pugna, por lo que procede dejar sin efecto la misma, ya 
que la imposición de la sanción se sustenta sobre la base de 
la contratación efectuada por la empresa con transportista 
no autorizado reflejada en la facturación del mes de abril 
de 2005, no probándose por parte de esta inspección que la 
contratación anual supera las 500 toneladas.

En su virtud, esta Secretaría General de Transportes, 
de conformidad con la propuesta formulada por la Subdi-
rección General de Recursos ha resuelto Estimar el recur-
so de alzada formulado don Josep Tramunt i Sole, en 
nombre y representación de la entidad mercantil Rent a 
Car Denia, S.A., contra resolución de la Dirección Gene-
ral de Transportes por Carretera, de fecha 24 de marzo 
de 2006, que sancionan a la citada mercantil con multa de 
401,00 euros, por la comisión de infracción grave la con-
tratación durante el mes de abril de 2005 de transportes 
por carretera con Talleres Ondara, S.L., resultando que 
esta última carece de autorización administrativa de 
transporte por carretera o de operador de transporte por 
carretera, infracción tipificada en el artículo 141.27 de la 
Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Trans-
portes Terrestres, modificada por la Ley 29/2003, de 8 de 
octubre (expte. IC 1229/2005), resolución que se declara 
nula y sin efectos.

Contra esta resolución que pone fin a la vía adminis-
trativa, cabe recurso contencioso-administrativo, ante los 
Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo 
con sede en Madrid, en el plazo de dos meses contados 
desde el día siguiente al de su notificación.»

Madrid, 13 de abril de 2007.–Subdirector General de 
Recursos, Isidoro Ruiz Girón. 

MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN Y CIENCIA

 22.021/07. Anuncio de notificación de la Direc-
ción General de Cooperación Territorial y Alta 
Inspección de Inicio de expedientes de revoca-
ción de ayudas al estudio correspondientes al 
curso 2002/03.

Al no haberse podido practicar la notificación perso-
nal a los interesados, conforme dispone el artículo 59.5 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Ju-
rídico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común, y en aplicación de lo 
dispuesto en el mismo artículo, deben publicarse a efec-
tos de notificación, los acuerdos de Inicio de expedientes 
de revocación de ayudas al estudio, correspondientes al 
curso 2002/2003.

Durante el plazo de quince días, a contar desde el si-
guiente al de la publicación de este anuncio, los interesa-
dos tendrán a su disposición los expedientes, para que de 
acuerdo con el artículo 84 de la Ley de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, aleguen y presenten los docu-
mentos y justificaciones que estimen pertinentes ante la 
Subdirección General de Becas y Promoción Educativa 
(Sección de Verificación y Control C/ Torrelaguna, 58 - 
28027 - Madrid. Teléfono: 91-377-83-73.

Concepto: Revocación de ayudas al estudio.
Acuerdos de Inicio

Interesados:

Destinatario: Aguilar Mancera, Virginia. DNI: 
74828025D.

Destinatario: Aguilera Carrillo, M.ª Teresa. DNI: 
44294479K.

Destinatario: Amador López, Juan Antonio. Respon-
sable solidario: Amador Fajardo, Luis. DNI: 
45593742Z.

Destinatario: Amorós Soldevila, Xenia. DNI: 
43723659S.

Destinatario: Ariza Tello, Octavio. DNI: 27394514L.


